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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

 

 

Diputado Omar Milton López Avendaño, Integrante del Grupo Parlamentario 

del Partido Acción Nacional, Con la facultad que me confiere el artículo 46 

fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, 9 

fracción II, 10 Apartado A fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado de Tlaxcala y 114 del Reglamento Interior del Congreso del Estado de 

Tlaxcala; me  permito presentar ante esta Soberanía la presente iniciativa con 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN: los párrafos primero, 

segundo, tercero, cuarto y sexto del artículo 87, los artículos 88, 89, 90, 91, el 

párrafo primero del artículo 92 y el artículo 93; todos de la Ley Laboral de los 

Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala y sus Municipios, con base en  la 

siguiente: 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El artículo 123 de la Constitución Federal ha sido desde sus orígenes un 

verdadero paradigma de la justicia social, entendida como un proceso de 

reivindicación de los derechos fundamentales de la clase trabajadora. EN este 

contexto en las primeras décadas del siglo XX los movimientos sociales de los 

servidores del Estado propiciaron la expedición de importantes ordenamientos 

legales que fueron reconociendo sus derechos como trabajadores. 

 

Con el surgimiento en 1969 del apartado B del artículo 123 constitucional, así 

como con la expedición en 1963 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
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del Estado, reglamentaria de ese apartado, se sentaron las bases del derecho 

burocrático mexicano moderno y brindaron una serie de principios para que los 

Estados expidieran reglas muy similares y de esa forma reconocieran los 

derechos de sus trabajadores, así como de los que prestan sus servicios a los 

ayuntamientos municipales.  

 

Bajo este contexto, es importante señalar que las relaciones laborales de los 

trabajadores al servicio del Estado han tenido su propia y muy particular 

evolución. Han producido instituciones y procedimientos jurídicos singulares, que 

si bien se insertan en las luchas comunes de los trabajadores mexicanos por 

lograr mejores condiciones de vida para ellos y sus familias, también han 

adquirido connotaciones específicas que deben entenderse con una mayor 

claridad teórica y con un más profundo sentido doctrinario y de legislación.  

 

Para Carlos F. Quintana Roldán, el derecho laboral burocrático es una disciplina 

autónoma del derecho social que tiene por objeto regular los derechos y 

obligaciones de orden laboral que surgen entre el Estado y sus servidores, así 

como establecer las bases de justicia que tiendan a equilibrar el disfrute de las 

garantías sociales por parte de los servidores públicos, con el ejercicio y 

cumplimiento de la funciones y tareas públicas que corresponde atender al 

Estado como representante general de la sociedad. 

 

Para sustentar la postura de que el derecho laboral burocrático es una un 

apartado especial del derecho del trabajo, conviene citar al tratadista Alberto 

Trueba Urbina, quien afirma que “la relación jurídica que existe entre el Estado y 

sus servidores públicos dejó de ser administrativa a partir del 1 de mayo de 1917, 

en que entró en vigor nuestra Constitución, que hizo la primera declaración de 
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derechos sociales de los trabajadores en general y específicamente de los 

empleados públicos y privados”. En sentido similar, en opinión del jurista Néstor 

de Buen, se sostiene que “entre los servidores públicos del Estado y los 

trabajadores privados no hay diferencias que justifiquen un tratamiento distinto, 

cualquiera que sea e origen de su incorporación a la actividad laboral: elección, 

nombramiento  contrato de trabajo, sin olvidar la discutible relación laboral 

marginada de un contrato, las condiciones no pueden ser diferentes aunque lo 

sea el origen de la relación”. 

 

Resulta evidente que el Derecho burocrático mexicano posee un abundante 

contenido tanto en la esfera federal como en la de las entidades federativas y los 

municipios, pues atendiendo al orden federal de nuestro país, los tres órdenes 

de gobierno tienen diversas competencias para regular el trabajo de sus 

servidores públicos, lo que produce una abundante cantidad de disposiciones de 

orden laboral aplicables a los empleados públicos de cada una de esas esferas 

de gobierno. Dentro de esta amplia cantidad de ordenamientos que rigen la vida 

laboral burocrática debemos considerar también a las condiciones generales de 

trabajo, que emiten los titulares de las dependencias escuchando la opinión de 

los sindicatos. 

 

Aunado a la autonomía legislativa de que se encuentra dotado el derecho laboral 

burocrático, también cuenta con una autonomía jurisdiccional que se traduce en 

la existencia de un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje que se encarga 

de dirimir las controversias que se susciten entre los trabajadores al servicio del 

Estado y los poderes de la unión y de conocer los asuntos relativos a los 

conflictos suscitados entre organizaciones sindicales de burócratas, llevar el 

registro de sindicatos y otorgar toma de nota a estos gremios de trabajadores del 
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Estado. Por su parte, en cada entidad federativa, también existen tribunales 

específicos que tienen la competencia legal de dirimir los conflictos que surjan 

entre los servidores públicos del propio estado y de los municipios con el 

gobierno, además de que conocen de asuntos sindicales e intersindicales de los 

gremios laborales. Estos tribunales siguen en su integración los esquemas que 

presenta el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje ya que tienen una 

integración tripartita. 

 

No obstante los logros alcanzados por el derecho laboral burocrático para ser 

considerado como una rama del derecho social, es importante que a la par de las 

transformaciones sociales que vive nuestro país y el Estado de Tlaxcala -

resultado de los procesos de modernización que se viven en este siglo XXI-, se 

consideren nuevas reformas en esta rama del derecho con las cuales se 

fortalezca al Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado como un órgano 

jurisdiccional de especialización laboral que tenga a su cargo la armonización de 

las relaciones de los servidores públicos del estado y municipios, al resolver los 

problemas laborales que se suscitan en el seno de la administración pública 

estatal y municipal. 

 

El surgimiento y regulación del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado a 

que se hace referencia, encuentra su sustento en el mandato constitucional 

estatal, pues en la fracción XV del artículo 54 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, se hace referencia a que dicho tribunal 

actúa como órgano colegiado integrado por un representante de los trabajadores 

de los poderes públicos, municipios, o ayuntamientos; un representante patronal 

y un representante tercer árbitro que funge como Presidente. El Tribunal en 

mención, de acuerdo con la Constitución Estatal, cuenta con autonomía técnica 
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para emitir sus resoluciones, además de estar dotado de patrimonio propio y 

plenitud de jurisdicción para conocer de conflictos del orden laboral burocrático y 

de seguridad social. 

 

Atendiendo a las características de las que se encuentra dotado el Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje del Estado, y como se ha precisado en la iniciativa de 

reforma constitucional planteada en meses anteriores por el suscrito, resulta 

importante que éste dentro de su organización tripartita se integre por tres 

personas profesionales del derecho y especializadas en la materia laboral, de tal 

suerte que con independencia del ente que las designe, éstas cuenten con un 

perfil idóneo que garantice una efectiva y expedita solución a los conflictos que 

se susciten entre los servidores públicos del propio Estado y de los Municipios 

con el gobierno, así como los relacionados con la materia sindical de los gremios 

laborales de cada entidad.  

 

Así las cosas, la propuesta de reforma constitucional que se planteó con 

antelación y que ahora se propone para reformar de igual forma la Ley Laboral 

de los Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala y sus Municipios, tiene por 

objeto proponer que quienes integren el órgano tripartita del Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje del Estado, tengan el carácter de magistrados, para estar 

en armonía con lo dispuesto en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado reglamentaria del apartado B del artículo 123 de la Constitución Federal, 

normatividad que en su artículo 118 determina que el Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje será colegiado, integrados por Pleno y Salas y que cada 

Sala estará integrada por un Magistrado designado por el gobierno federal, un 

magistrado representante de los trabajadores y un magistrado tercer árbitro que 

fungirá como presidente de Sala. Asimismo, se propone establecer los requisitos 
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que deben cubrir los integrantes de este tribunal laboral estatal, mismos que 

deben ser similares a los exigidos para ser magistrado integrante del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala, con la excepción de que el requisito 

esencial es que sus integrantes cuenten con experiencia en la materia laboral; 

determinándose que la duración de los magistrados que deban nombrarse, será 

por un periodo de seis años, con posibilidad de ser ratificados para una sola 

ocasión, previa evaluación que se haga sobre el desempeño de éstos. De esta 

forma se garantizará la independencia y autonomía de este órgano jurisdiccional 

al permitir que continúen en el ejercicio del cargo aquellos funcionarios judiciales 

que resulten idóneos, amén de que contribuiría al cumplimiento del principio de 

carrera judicial establecido en la Constitución Federal, en el que una de sus 

características es la permanencia de los funcionarios en los cargos como 

presupuesto de una eficaz administración de justicia. Pero sobre todo, con esta 

posibilidad de ratificación de quienes integren el Tribunal de Conciliación y 

Arbitraje del Estado, se hará efectiva la garantía de impartición de justicia a favor 

de los justiciables en materia laboral burocrática, quienes tienen derecho a contar 

con magistrados idóneos,  

 

De considerarse la propuesta de reforma constitucional así como la presente 

iniciativa de reforma  a la ley laboral burocrática estatal, garantizaremos que el 

órgano encargado de resolver los conflictos individuales y colectivos que se 

susciten en materia laboral burocrática, atienda con eficiencia y profesionalismo 

su función jurisdiccional, pues al proponerse que los integrantes del órgano 

tripartita del Tribunal de Conciliación y Arbitraje tengan el carácter de magistrado 

y, en consecuencia, sean profesionales del derecho y conocedores del derecho 

laboral burocrático; que se les designe por un periodo de seis años con 

posibilidad a ser ratificados por una sola ocasión, permitirá, como se ha dicho con 
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antelación, una eficaz impartición de justicia laboral a favor de los justiciables en 

materia laboral burocrática, quienes tienen derecho a contar con magistrados 

idóneos que se avoquen en forma inmediata a conocer y atender todos los 

asuntos que les sean turnados. De aprobarse esta iniciativa, la consecuencia 

inmediata será que la labor jurisdiccional a cargo de este tribunal laboral 

burocrático habrá de agilizarse pues cada magistratura se hará cargo de una 

ponencia y, en consecuencia, deberá encargarse de la emisión de los acuerdos, 

resoluciones y laudos que deban recaer a los asuntos que les sean turnados, 

todo ello en beneficio de los justiciables.  

 

Esta determinación, sin duda alguna, no representa un acto discriminatorio, sino 

más bien, busca la profesionalización en instancias que por la importancia de las 

funciones que realiza, requieren de un órgano eficiente capaz de sustanciar y 

resolver, conforme a derecho, cada uno de los temas que le son encomendados. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito someter a consideración 

de esta Honorable Asamblea, la siguiente iniciativa con 

 

PROYECTO 

DE 

DECRETO 

 

ARTÍCULO ÚNICO. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 46 fracción 

I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 9 fracción 

II, 10 Apartado A fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 

de Tlaxcala, SE REFORMAN: los párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y 

sexto del artículo 87, los artículos 88, 89, 90, 91, el párrafo primero del artículo 
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92 y el artículo 93; todos de la Ley Laboral de los Servidores Públicos del Estado 

de Tlaxcala y sus Municipios, para quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 87. El Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, es un Órgano 

Colegiado, conforme lo dispone la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala, funcionará en pleno y se integrará por un Magistrado 

designado por el sindicato mayoritario  de los trabajadores de los poderes 

públicos, municipios, o ayuntamientos; un Magistrado designado por la parte 

patronal de los poderes públicos, municipios o ayuntamientos, y un Magistrado 

tercer árbitro que fungirá como Presidente y que será propuesto en terna por el 

Titular del Ejecutivo del Estado y designado por los dos Magistrados anteriores. 

 

El Magistrado designado por los trabajadores será nombrado por la 

organización sindical que tenga la mayoría de los agremiados; y el Magistrado 

designado por los poderes públicos, municipios o ayuntamientos será nombrado 

por éstos. 

 

Para la elección del Magistrado tercer árbitro, el Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado someterá una terna a consideración del Magistrado designado por los 

Trabajadores y del Magistrado designado por la parte Patronal de los poderes 

públicos, municipios o ayuntamientos, acompañando los documentos necesarios 

para acreditar que las personas propuestas cumplen con los requisitos 

establecidos en el artículo 90 de la presente Ley, a efecto de que dentro del 

improrrogable plazo de tres días hábiles contados a partir de la fecha de 

recepción de la propuesta, procedan a su elección.  
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En caso de que los Magistrados rechacen la totalidad de la terna propuesta o 

no alcancen un acuerdo en el plazo señalado en el párrafo que antecede, fungirá 

como Magistrado tercer árbitro la persona que, dentro de dicha terna designe el 

Gobernador del Estado. 

 

Estos nombramientos se harán antes del quince de diciembre del año anterior a 

su entrada en funciones.  

 

Una vez designado el Magistrado de los trabajadores, el Magistrado patronal y 

el Magistrado tercer árbitro, el Titular del Poder Ejecutivo lo informará al 

Congreso del Estado de manera inmediata, para que se les tome la protesta de 

Ley antes de tomar posesión y entrar en funciones. 

 

ARTÍCULO 88. Para la designación de nuevos Magistrados, por vacante, se 

seguirá el procedimiento del artículo anterior. El Magistrado Presidente del 

Tribunal será sustituido en sus ausencias temporales y definitivas, en tanto se 

expida un nuevo nombramiento, por el Secretario General de Acuerdos del 

Tribunal. 

 

Las ausencias temporales de los Magistrados será cubierta por el Secretario 

Auxiliar del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, cargo que recaerá en el 

Secretario Proyectista de mayor antigüedad laboral en el Tribunal. 

 

 

ARTÍCULO 89. Los magistrados integrantes del Tribunal, podrán ser 

destituidos previo procedimiento establecido en la Ley de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos del Estado. Durarán en su encargo seis años y podrán 
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ser ratificados, previa evaluación que sobre su desempeño se realice por 

quien los designó. Respecto del Magistrado Presidente, su ratificación 

dependerá de la evaluación sobre su desempeño que al efecto instaure el 

Congreso del Estado de Tlaxcala. 

 

Los magistrados integrantes del Tribunal disfrutarán de los emolumentos que 

fije el presupuesto de egresos del Estado, y su actuación se normará por las 

disposiciones de esta ley. 

 

ARTÍCULO 90.  Para ser Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje 

del Estado, se requiere cumplir con los requisitos siguientes: 

I. Ser ciudadano mexicano, originario del Estado o con residencia en él no 

menor de tres años inmediatos anteriores al día de la designación, en pleno 

ejercicio de sus derechos políticos y civiles;  

II. Tener cuando menos treinta y cinco años de edad cumplidos al día de la 

designación; 

III. Poseer el día de la designación título y cédula profesional de licenciado 

en derecho con antigüedad mínima de diez años, expedido por autoridad o 

institución legalmente facultada para ello;  

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que 

amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de 

robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que afecte seriamente 

la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo;  

V. No haber ocupado el cargo de Gobernador, Secretario o su equivalente, 

Procurador General de Justicia, Diputado local, Presidente Municipal o 

titular de algún organismo público autónomo en el Estado, ni Senador o 

Diputado Federal, durante el año previo al día de su designación, y 
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VI. Contar con experiencia acreditable en materia de derecho laboral 

burocrático. 

 

ARTÍCULO 91. El Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado contará con un 

Magistrado Presidente, un Magistrado designado por los trabajadores 

sindicalizados, un Magistrado designado por los poderes públicos, municipios 

o ayuntamientos, un secretario general de acuerdos, un oficial de partes, dos 

actuarios, tres proyectistas, tres auxiliares de mesa, así como el personal 

administrativo que sea necesario para atender el volumen de  los asuntos de su 

competencia y los que autorice el presupuesto anual de egresos. Para la 

resolución de los asuntos competencia del Tribunal, éste funcionará en pleno y 

en ponencias a cargo de cada uno de los magistrados.  

  

ARTÍCULO 92. El Magistrado Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje 

del Estado, tendrá las facultades siguientes: 

 

I. a XI. … 

 

ARTÍCULO 93. Los Magistrados designados por los trabajadores sindicalizados 

y por los poderes públicos, municipios o ayuntamientos, estarán a cargo de una 

ponencia, y tendrán entre otras las siguientes funciones: 

 

I. Atender la correspondencia de la Ponencia a su cargo;  

II. Presentar al Presidente del Tribunal un informe mensual por escrito de 

las labores jurisdiccionales y administrativas de su Ponencia, dentro de 

los primeros cinco días hábiles del mes inmediato anterior; 
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III. Remitir al Presidente del Tribunal dentro de los primeros tres días 

hábiles del mes de diciembre de cada año, un informe anual de las 

actividades de su Ponencia; 

IV. Supervisar el debido cumplimiento de la normatividad aplicable y el 

adecuado funcionamiento de las áreas que integran la Ponencia a su 

cargo; 

V. Vigilar que los Secretarios Proyectistas y auxiliares de mesa a cargo 

de su ponencia, formulen oportunamente los proyectos de acuerdos, 

resoluciones y laudos que les corresponda;  

VI. Responsabilizarse del buen funcionamiento de la Ponencia a su cargo; 

dictar las medidas que exijan el orden, buen funcionamiento y la 

disciplina; velar porque se guarde respeto y consideración a las 

personas, así como imponer las correcciones disciplinarias que 

correspondan con sujeción a los acuerdos, normas y lineamientos 

establecidos, en los asunto a su cargo; 

VII. Enviar al Presidente del Tribunal, las excusas, excitativas de justicia y 

recusaciones que se formulen en los expedientes a su cargo; 

VIII. Levantar las actas al personal administrativo y jurisdiccional cuando se 

incurra en faltas e irregularidades administrativas e informar de las 

mismas a la Presidencia del Tribunal.  

IX. Contestar oportunamente las solicitudes de acceso a la información 

pública relacionadas con los asuntos a su cargo, y 

X. Las demás que establezcan las disposiciones legales y reglamentarias 

aplicables. 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor a partir de su publicación 

en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Tlaxcala. 

 

Artículo Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se 

contrapongan al presente Decreto. 

 

Dado en la Sala  de Sesiones del Palacio Juárez, recinto oficial del Poder 

Legislativo del Estado de Tlaxcala, en la ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, a 

los __ días del mes de septiembre de 2020. 

 

 

 

 

Dip. Omar Milton López Avendaño 
Integrante del Grupo Parlamentario  
del Partido Acción Nacional 


